PROYECTO DE COMUNICACIÓN

PEDIDO DE INFORMES

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de quien corresponda, informe lo siguiente:

1. En que instancias se encuentra la disputa entablada con la empresa Aguas Provinciales de Santa Fe S.A., respecto a las diferencias con los tratados bilaterales contraídos ante el  tribunal Internacional CIADI (Centro Internacional de Arreglos de Diferencias Relativas a Inversiones). 

2. Si la Comisión CEARINSA estudió las demandas presentadas  por la empresa Aguas Provinciales S.A. ante organismos Nacionales o internacionales. En tal caso señalar cuales fueron los elementos utilizados para la defensa de los intereses de la Provincia de Santa Fe.

3. Indicar si existieron acciones de parte del gobierno nacional respecto al tema.

4. Indicar si se va a afectar o se ha afectado fondos coparticipables para este conflicto,  cuáles son los montos o  porcentajes  estimativos a afectar. 

FUNDAMENTOS:

El miércoles 21 de agosto de 2007, Vivendi, multinacional de medios y telecomunicaciones, informó a través de un comunicado, que recibiría una compensación de U$S 105 millones por la disputa con la provincia de  Tucumán por la concesión de un servicio de agua.

El Centro Internacional de Arreglos de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) determinó que los actos de los funcionarios provinciales violaron los derechos de Vivendi y de sus subsidiarias. La nación deberá pagar U$S 170 millones incluyendo intereses y costas.

Este  caso paradigmático de la Provincia de Tucumán  condenada a pagar a  una transnacional, sin justificativo alguno,  pone en actualidad un tema del cual los santafesinos no estamos ajenos.

El CIADI,  organismo del  Banco Mundial creado para defender los intereses corporativos, indica que los árbitros  William Rowley, Gabrielle Kaufmman-Kohler y Carlos Bernal Verea,  responsabilizan a los funcionarios provinciales de Tucumán de violar los  derechos de Vivendi y el acuerdo de protección de inversiones entre Francia  y Argentina, cuando la empresa, en los hechos, violó los Derechos Humanos de  los usuarios al duplicar las tarifas y no invertir en la mejora de la red.   

Nuestro país,  llegó a enfrentar  37 demandas en el CIADI, casi todas impulsadas por transnacionales que  perdieron dinero debido a la crisis financiera de 2001. En 2004, el tribunal  instó a pagar 132 millones de dólares a la norteamericana de energía CMS,  sólo porque el gobierno argentino pesificó las tarifas por razones  humanitarias. Ahora, una vez más el CIADI hace valer los derechos de lucro  de la empresa por encima de los derechos de la gente.

El caso  de la provincia de Santa Fe y la empresa Aguas Provinciales de Santa Fe S.A. , por ser sus dueños extranjeros, invocaron tratados bilaterales firmados en los años 90, tratados recíprocos donde se acordaba la protección de inversiones que hiciera cada uno de los países cofirmantes, con la salvedad de que nosotros no tenemos inversiones en el extranjero y todas las inversiones del extranjero, sí son invocadas con el beneficio de la cláusula de “nación más favorecida”.

Este sistema podríamos llamarlo sistema encadenado que consiste en que  se van haciendo los tratado bilaterales uno a uno, y mediante cláusulas se reconoce a los inversores y a las naciones firmantes.

Al ir sumando nuevos tratados los mismos generan conflictos que van a incidir en los tribunales locales, es decir a los tribunales del país para resolver el tema.

En nuestro caso tenemos el sometimiento de Aguas Provinciales a la jurisdicción de los tribunales locales. Sin embargo, los otros tratados  se van sumando como un código único y los nuevos prevén que se realicen planteos por sus diferencias directamente en el Ciadi.

De todas maneras, la Provincia frente al CIADI no tiene una intervención, no tiene legitimación, porque cuando se firmaron los tratados tampoco se denunció la naturaleza de nuestro Estado Federal que hubiera permitido algún tipo de intervención.

Aguas provinciales y sus inversores Suez, Aguas de Barcelona y otros minoritarios reclaman ante el Ciadi 310 millones de dólares como pérdida en SantaFe. 
Tenemos entendido que a nivel provincial se ha conformado una comisión CEARINSA Comisión de Estudios para el Arbitraje concreto llevado por Aguas Provinciales y sus inversores extranjeros ante el CIADI.

Esta comisión de estudios será la que va a aportar elementos para nuestra defensa de la cual no tenemos información. No olvidemos que  esta batalla judicial   puede afectar  fondos  coparticipables.

Requiriendo más información sobre esta situación, es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

  

